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NOTA INFORMATIVA 

 
CASO: Juez Federal desecha amparos en contra del nuevo esquema de precios 
de gasolinas y aclara que el juicio de amparo no es la vía idónea para analizar 
políticas públicas de los Poderes de la Unión 

 
ASUNTO: El Juzgado Segundo de Distrito en Materia Administrativa, 
Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, 
con residencia en la Ciudad de México y Jurisdicción en toda la República, ha 
comenzado a desechar, por resultar notoriamente improcedentes, 50 demandas 
de amparo promovidas en contra del nuevo diseño de la política económica en 
materia de determinación de precios de las gasolinas.  
 
La autoridad jurisdiccional subraya que la causal de improcedencia encuentra 
sustento en el artículo 61, fracción XXIII, de la Ley de Amparo, en relación con el 
diverso numeral 77 del mismo ordenamiento legal, y añade que la determinación 
se toma en cumplimiento del derecho humano de pronta y expedita impartición de 
justicia consagrado en el artículo 17 de la Constitución, pues los motivos de 
improcedencia no podrían ser desvirtuados, ni aun con la tramitación del juicio. 
 
La juzgadora federal sustentó su fallo en jurisprudencia del Alto Tribunal, de 
rubros: 
 

“RECTORÍA ECONÓMICA DEL ESTADO EN EL DESARROLLO 
NACIONAL. EL ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NO OTORGA A LOS 
GOBERNADOS GARANTÍA INDIVIDUAL ALGUNA PARA EXIGIR, A 
TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO, QUE LAS AUTORIDADES 
ADOPTEN CIERTAS MEDIDAS, A FIN DE CUMPLIR CON LOS 
PRINCIPIOS RELATIVOS A AQUÉLLA”. 

 
“RECTORÍA ECONÓMICA DEL ESTADO EN EL DESARROLLO 

NACIONAL. LOS ARTÍCULOS 25 Y 28 CONSTITUCIONALES QUE 
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ESTABLECEN LOS PRINCIPIOS RELATIVOS, NO OTORGAN 
DERECHOS A LOS GOBERNADOS, TUTELABLES A TRAVÉS DEL 
JUICIO DE AMPARO, PARA OBLIGAR A LAS AUTORIDADES A 
ADOPTAR DETERMINADAS MEDIDAS. 

 
La sentencia precisa que las políticas de Estado solo pueden ser instrumentadas 
por una autoridad investida de poder público y de legitimidad gubernamental; y 
que ello constituye un obstáculo jurídico que impide instruir a los órganos de 
Estado, señalados como autoridades responsables, para adoptar ciertas políticas 
públicas o medidas de carácter económico, pues sería tanto como sustituirse en la 
competencia de los Poderes Ejecutivo y Legislativo.  
 
En defensa de su argumento, cita la tesis del pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubro: 
 

“DIVISIÓN DE PODERES. EL QUE ESTE PRINCIPIO 
SEA FLEXIBLE SÓLO SIGNIFICA QUE ENTRE ELLOS 
EXISTE UNA COLABORACIÓN Y COORDINACIÓN EN LOS 
TÉRMINOS ESTABLECIDOS, PERO NO LOS FACULTA PARA 
ARROGARSE FACULTADES QUE CORRESPONDEN A OTRO 
PODER, SINO SOLAMENTE AQUELLOS QUE LA PROPIA 
CONSTITUCIÓN LES ASIGNA.” 

  
Aclara que no corresponde al juzgado federal, imponer una obligación a los 
expendedores de gasolina, para que realicen el cobro de los productos que 
venden, bajo determinados precios, ya que esa es una decisión regulatoria 
discrecional que corresponde a las autoridades rectoras de la economía nacional, 
y al efecto se apoya en un criterio de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, que establece que “un control estricto” en el caso de 
normatividad con efectos económicos “… llevaría al Juez constitucional a 
sustituir la competencia legislativa del Congreso -o la extraordinaria que 
puede corresponder al Ejecutivo-, pues no es función del Poder Judicial 
Federal, sino de los órganos políticos, entrar a analizar si esas 
clasificaciones económicas son las mejores o si éstas resultan necesarias.” 
 
Estimó que no sería jurídicamente factible, ordenar a las autoridades responsables 
que legislaran nuevamente en materia económica y de política pública, y 
“rediseñaran” un nuevo esquema de fijación de precios, porque además de que 
con ello se ocasionaría que se le diera a un posible fallo protector, efectos 
generales, contrarios al principio de relatividad que rige al juicio de amparo, lo 
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cierto es que la Constitución no contemplaba garantía alguna que permitiera al 
gobernado encauzar la política económica del Estado hacia una medida 
específica. 
 
Por esas razones, la juzgadora concluyó que esta clase de reclamos no pueden 
ser dirimidos por el Poder Judicial, porque el juicio de amparo no es la vía idónea 
para decidir si es correcta la política pública en materia económica, implementada 
por uno de los Poderes de la Unión.   
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